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JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. 2791-17-EP/23

TRIBUNAL Corte Constitucional, 19 de abril de 2023.
MATERIA Constitucional - Acción Extraordinaria de Protección (Citación por la

prensa y debido proceso)
INTERVINO LA DEFENSORIA
PUBLICA

No

DATOS DEL DEFENSOR/A
PUBLICO

No aplica

DERECHOS INVOLUCRADOS El derecho a la defensa en la garantía del derecho al debido proceso,
BREVE RELACION DE LOS
HECHOS

El señor George Michael Castillo Quiñonez presentó una acción
extraordinaria de protección en contra de una sentencia dictada en el
proceso Nro. 08301-2010-1054, en la que una jueza de primera instancia
aceptó una demanda de prescripción adquisitiva de dominio solicitada
por la señora Yolanda Felisa Castillo Cherne, quien compareció ante la
autoridad judicial para “declarar bajo juramento que ha sido imposible
determinar la individualidad o residencia de los demandados”.

Como antecedentes procesales se tiene que el 7 de septiembre de 2010,
Yolanda Castillo presentó una demanda de prescripción extraordinaria
adquisitiva de dominio en contra de los herederos conocidos y
desconocidos de Jaime Reinaldo Castillo Cherne, presentándose la actora
de esta causa el 16 de septiembre de 2020 a rendir su declaración jurada.

El 23 de septiembre de 2010, la autoridad judicial calificó la demanda y
dispuso que se cite a los herederos conocidos y desconocidos de Jaime
Reinaldo Castillo Cherne por la prensa.

El 29 de abril de 2011, la autoridad judicial emitió sentencia en la que
aceptó la demanda y, por tanto, ordenó que el bien inmueble objeto del
litigio sea inscrito en el Registro de la Propiedad como de propiedad de
Yolanda Castillo.

El 20 de octubre de 2017, George Castillo presentó la acción
extraordinaria de protección, después de haberse enterado que el
inmueble objeto del litigio estaba registrado a nombre de su tía Yolanda
Castillo.

NORMAS CONSTITUCIONALES
TRATADAS

Constitución de la República del Ecuador: Art. 76. 1. Cumplimiento de las
normas y los derechos de las partes y art. 76 numeral 7 literal a) Derecho
a la defensa en todas las etapas procesales

CONTEXTO SOCIAL Y
ECONÓMICO DEL CASO

El actuar judicial vulneró el derecho a la defensa de la parte procesal
demandada, por cuanto el actor de un proceso judicial alegó desconocer
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la individualidad de la parte demandado y/o lugar de su domicilio o
residencia, citándolo a través de la prensa.

INSTANCIA PROCESAL EN LA
QUE SE EMITE LA SENTENCIA

Corte Constitucional, caso No. 2791-17-EP

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO
INTERNACIONAL INVOCADO

No aplica

ARGUMENTOS Y
FUNDAMENTACIÓN DE LA
CORTE CONSTITUCIONAL

La Corte Constitucional centra su análisis a partir del siguiente problema:
¿Vulneró la autoridad judicial el derecho a la defensa del accionante por
haber dispuesto la citación por la prensa de herederos desconocidos,
como parte demandada, sin verificar que se hayan hecho todas las
gestiones razonables para determinar su individualidad y domicilio o
residencia?

La Corte Constitucional en varias sentencias enfatiza la importancia de la
solemnidad sustancial de la citación en todo proceso judicial con el fin de
que se garantice el ejercicio del derecho a la defensa.
En el caso que nos ocupa, analiza lo dispuesto en el artículo 82 del Código
de Procedimiento Civil:

“Art. 82.- A personas cuya individualidad o residencia sea imposible
determinar se citará por tres publicaciones que se harán, cada una de
ellas en fecha distinta, en un periódico de amplia circulación del lugar; de
no haberlo, se harán en un periódico de la capital de la provincia,
asimismo de amplia circulación; y si tampoco allí lo hubiere, en uno de
amplia circulación nacional, que el juez señale. La publicación contendrá
un extracto de la demanda o solicitud pertinente, y de la providencia
respectiva. […]”

25. Este Organismo ha sostenido que la citación por la prensa es una
medida excepcional y ha establecido que los jueces y juezas deben
verificar el cumplimiento de los siguientes elementos fundamentales que
configuran los estándares aceptados para que proceda la citación por la
prensa en cualquier proceso judicial:

“a) Que en la declaración bajo juramento, no es suficiente señalar que se
desconoce el domicilio de la parte demandada, sino que “es imposible
determinarlo”; b) Que dicha declaración juramentada no requiere de solemnidad
alguna para entenderla como válida, pues basta que lo señale el actor en la
demanda para que genere su responsabilidad; y, c) Que el actor debe haber
realizado todas las gestiones para determinar el lugar del domicilio de la parte
demandada y demostrarlo dentro del proceso1”

27. En un caso similar a aquel que es objeto de análisis, en el que en el
proceso de origen se aceptó una demanda de prescripción adquisitiva de
dominio, la Corte Constitucional consideró:

1 Sentencia Nro. 1688-14-EP/20 párr. 52



En el caso de análisis, no obstante que los actores del juicio de
prescripción adquisitiva de dominio declararon desconocer la
individualidad y residencia de los demandados para citarlos por la prensa,
le correspondía al juez tomar las debidas provisiones respecto a la citación
regular de los demandados, a efecto de preservar el derecho a la defensa
y no condenarlos sin pruebas de descargo2.

28. Si la verificación de que el actor haya realizado todas las gestiones
previas y demostrarlo en el proceso es necesaria cuando se alega el
desconocimiento del domicilio o residencia del demandado, con más razón
lo es cuando se alega que es imposible determinar su individualidad. Esto
se debe a que, si esta Corte fijara un estándar más bajo para el segundo
caso, se crearía un estímulo para que en los casos en los que se desconoce
el domicilio o residencia del demandado, pero sí su individualidad, se
alegue el desconocimiento de su individualidad para evitar cumplir con los
parámetros fijados por esta Corte para garantizar el ejercicio del derecho
a la defensa.

29. Este Organismo es consciente de que las instituciones públicas o
privadas que podrían contar con información útil para determinar la
individualidad de la parte demandada de un proceso judicial (herederos en
el proceso de origen de esta acción), como el Registro Civil, podrían
negarse a entregar tal información al actor del proceso judicial por la
sensibilidad de los datos, entre otros motivos. Sin embargo, en tales casos,
toma mayor relevancia el papel del juez o jueza quien, a petición de parte
con una justificación motivada, debe disponer que se realicen todas las
diligencias necesarias para la identificación de los demandados, lo cual
incluye el oficio a instituciones públicas y privadas.

30. De forma adicional a los elementos fundamentales que configuran los
estándares aceptados para que proceda la citación por la prensa en
cualquier proceso judicial sistematizados en la sentencia 1688-14-EP/20 y
que han sido citados en el párrafo 25 supra, la Corte Constitucional, en la
sentencia No. 341-14-EP/20, se refirió a las obligaciones adicionales de los
jueces y juezas cuando la citación por la prensa no es un medio eficaz para
garantizar el derecho a la defensa del demandado por cuestiones
personales como, en ese caso, el analfabetismo.

31. En el citado caso, la Corte concluyó que la citación por la prensa no fue
ni podía ser un mecanismo eficaz para garantizar el derecho a la defensa
de la demandada. Además, acerca de la actuación del juez, consideró: “Si
bien en el presente caso no existe constancia procesal de que el juez
conocía o podía conocer de la condición de analfabeta de la accionante, sí
erró al no haberse cerciorado de que la demandante agotó todos los

2 Sentencia 019-14-SEP-CC



mecanismos para determinar el lugar de domicilio de la demandada”. De
aquí se desprende que la Corte estableció que los jueces y juezas deben
asegurarse de que la citación sea un mecanismo eficaz para garantizar el
derecho a la defensa de la parte demandada considerando su condición
personal (e.g. analfabetismo) cuando aquello puede identificarse en el
proceso.

32. […]la Corte Constitucional establece que, en aquellos casos en los que
el actor de un proceso judicial alegare desconocer la individualidad de la
parte demandada y/o su lugar de domicilio o residencia, los jueces y
juezas, para garantizar el ejercicio del derecho a la defensa como garantía
del derecho al debido proceso, de forma previa a disponer la citación por
la prensa, deben verificar el cumplimiento de los siguientes elementos
fundamentales que configuran los estándares aceptados para que
proceda la citación por la prensa en cualquier proceso judicial:

i) Que en la declaración bajo juramento, no es suficiente señalar que se
desconoce la individualidad y/o el domicilio o residencia de la parte
demandada, sino que es imposible determinarlo;

ii) Que dicha declaración juramentada no requiere de solemnidad alguna
para entenderla como válida, pues basta que el actor lo señale en la
demanda para que genere su responsabilidad;

iii) Que el actor debe haber realizado todas las gestiones razonables, de
acuerdo con las particularidades del caso, además de aquellas exigidas
expresamente por la ley para determinar (1) la individualidad y (2) el
domicilio o residencia de la parte demandada y demostrarlo dentro del
proceso. Ante la imposibilidad justificada y comunicada de que el actor
pueda acceder a la información, el propio juez debe solicitar a las
instituciones públicas o privadas la entrega de información útil para
identificar la individualidad y/o el domicilio o residencia de la parte
demandada; y,

iv) Que la citación por la prensa sea un mecanismo eficaz para garantizar
el derecho a la defensa de la parte demandada considerando su condición
personal (e.g. analfabetismo) u otras circunstancias relevantes de acuerdo
con la información disponible o cuya obtención sea razonablemente
posible.

33. Este Organismo recuerda que, si bien el caso analizado en la presente
acción extraordinaria de protección se llevó a cabo bajo el CPC, los mismos
estándares serán aplicables en los casos que se lleven a cabo con el Código
Orgánico General de Procesos (en adelante “COGEP”) o normas procesales
emitidas con posterioridad en cuanto, como se indicó en el párrafo
anterior, constituyen estándares generales aplicables para cualquier



proceso judicial. Además, se aclara que en la sentencia se ha considerado
al domicilio o residencia, refiriéndose el domicilio a la residencia en un
lugar con el ánimo real o presuntivo de permanecer en él y la residencia al
lugar en que una persona habita de forma regular, en cuanto la citación
puede realizarse en cualquiera de ellos.

36. En resumen, respondiendo al problema jurídico planteado:

i) El derecho a la defensa se vulnera, entre otros supuestos, cuando un
juez o jueza dispone la citación por la prensa a la parte demandada sin
haber verificado previamente que el actor haya realizado todas las
gestiones razonables, de acuerdo con las particularidades del caso, para
determinar la individualidad y el domicilio o residencia de la parte
demandada y lo haya demostrado dentro del proceso.

ii) La autoridad judicial dispuso la citación por la prensa a los herederos
conocidos y desconocidos de Jaime Reinaldo Castillo Cherne en el proceso
de prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio sin antes haber
verificado que la actora, Yolanda Felisa Castillo Cherne, más allá de su
declaración juramentada, haya realizado gestión alguna para determinar
la individualidad y el lugar de domicilio o residencia del demandado y lo
haya demostrado dentro del proceso.

iii) En conclusión, al no haber verificado que la actora haya realizado todas
las gestiones razonables, de acuerdo con las particularidades del caso,
para determinar la individualidad y el domicilio o residencia de la parte
demandada y lo haya demostrado dentro del proceso y haber dispuesto la
citación por la prensa, la autoridad judicial vulneró el derecho a la defensa
del accionante.

37. En la sentencia se ha hecho referencia a la actuación de todos los
jueces que intervinieron en el caso como “autoridad judicial” de
conformidad con la abreviatura introducida en el párrafo 1 supra. Esto se
debe a que todos ellos han tenido un rol en la vulneración de derechos ya
que, si bien esta partió de la calificación de la demanda y la citación por la
prensa, se extendió hasta el momento de la emisión de la sentencia en
cuanto todos ellos tenían la obligación de haber declarado la nulidad por
la falta de cumplimiento de una solemnidad sustancial como la falta de
citación, de oficio, en cualquier etapa del proceso y evitar su sustanciación
ante la ausencia de la parte demandada.

38. En vista de que se ha verificado una vulneración de derechos que
impidió que el accionante se defienda en el proceso de origen, esta Corte
considera adecuado retrotraer el proceso hasta el momento previo a la
calificación de la demanda. Esto permitirá que el proceso de origen se
lleve a cabo con la posibilidad de que el accionante comparezca. Además,



esta Corte recuerda que la propia sentencia constituye una medida de
reparación.

MEDIDAS DE REPARACIÓN
INTEGRAL ADOPTADAS

La propia sentencia constituye una medida de reparación

FALLO “1. Aceptar la acción extraordinaria de protección No. 2791-17-EP.
2. Declarar la vulneración del derecho constitucional a la defensa, como
garantía del derecho al debido proceso, del accionante.
3. Dejar sin efecto la sentencia emitida el 29 de abril de 2011 por la jueza
del Juzgado Primero de lo Civil y Mercantil de Esmeraldas y retrotraer el
proceso hasta el momento previo a la calificación de la demanda. En
consecuencia, la Unidad Judicial Civil de Esmeraldas deberá designar,
mediante sorteo, un nuevo juez o jueza para que el proceso sea
nuevamente sustanciado a partir del momento procesal antes indicado.
[…].”
4. Disponer al Consejo de la Judicatura la difusión constante de esta
sentencia a través de su página web institucional, correos electrónicos de
los servidores de la Función Judicial, en los procesos de capacitación y
formación de jueces y juezas y a través de los demás medios que considere
adecuados para que los servidores de la Función Judicial, los abogados en
libre ejercicio, las instituciones del Estado y la ciudadanía en general
conozcan su contenido. El Consejo de la Judicatura deberá informar a esta
Corte, en el plazo de dos meses a partir de la notificación de la sentencia,
acerca del cumplimiento de esta medida.

VOTACIÓN POR LA QUE FUE
ADOPTADA

Aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con nueve votos a favor
de los Jueces Constitucionales: Karla Andrade Quevedo, Alejandra
Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Enrique
Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz
Ortiz y Daniela Salazar Marín.

VOTOS CONCURRENTES O
DISIDENTES:

No aplica

OTROS DATOS DE INTERÉS:
LINK DE LA CORTE
CONSITUTIONAL

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2Nh
cnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic1NTJlZDhmMS0xYWIxLTQwODQtY
TIyYy1lZTVhZGY0YjA5NTMucGRmJ30=

Revisado por
Dr. Juan Pablo Valenzuela

Elaborado por:
Abg. Yolanda Yerovi Nogales
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